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Ref: Llamado de contribuciones al borrador de la observación general n°3 sobre mujeres con discapacidad (artículo 6)
Distinguidos miembros del Comité de la ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
De nuestra mayor consideración:

Por medio de la presente tenemos el agrado de acercarles nuestro aporte en el marco de la convocatoria pública que el Comité efectuara con el objeto de recibir contribuciones de los Estados Partes, ONG, y sociedad civil, sobre el borrador de la observación general N°3 sobre las mujeres con discapacidad. 

El documento anexo recoge el trabajo de un grupo de alumnas
 integrantes de la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Mar del Plata (Buenos Aires, Argentina), supervisadas por la coordinación y la dirección de dicha Clínica. Las estudiantes han decidido redactar dicha contribución partiendo del análisis de casos y situaciones reales que han abordado en su trabajo clínico. 
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Mar del Plata, Argentina, 23 de Julio de 2015

Francisco J Bariffi

Coordinador de la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos- UNMDP
Los Estados Partes de la Convención tienen la obligación jurídica inmediata de respetar, proteger y cumplir los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad en virtud del artículo 6 con el fin de garantizar el goce y ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales. Estas tareas implican la adopción de medidas legales, administrativas educativas y otras. 
Las condiciones de mujer y discapacidad, que suelen ser percibidas por la sociedad de forma estereotipada y estigmatizante, suponen una clara desventaja para la realización de sus proyectos vitales y coloca a las mujeres con discapacidad en una posición de vulnerabilidad.
  A esto hay que sumarle que, a pesar de los avances producidos en materia de políticas públicas de igualdad de oportunidades, éstas se han venido construyendo de acuerdo a tipologías de políticas según su destinatario. Es decir, se han establecido políticas públicas en relación con las personas con discapacidad, referidas a la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres (con o sin discapacidad), o políticas públicas dirigidas específicamente a las mujeres con discapacidad. 
Como consecuencia, los enfoques de discriminación por razón de género y discapacidad no se han integrado adecuadamente para permitir la incorporación de la perspectiva de género de forma transversal en las políticas públicas destinadas a las personas con discapacidad.
 De la misma forma, también pueden señalarse casos donde se aplican políticas públicas y/o legislaciones, que efectivamente incorporan a la mujer con discapacidad, pero que lo hacen desde un enfoque basado en estereotipos que vulnera sus derechos y las sustituye en la toma de decisiones. Es decir, desde un enfoque contrario al modelo social de discapacidad. Por último, lo mismo puede decirse respecto de numerosas decisiones judiciales. 
En Argentina, pueden encontrarse ejemplos de las situaciones antes descriptas, en especial cuando se trata de los derechos sexuales y reproductivos, así como también del ejercicio de la maternidad de personas con discapacidad. Debido a la naturaleza del trabajo que se lleva adelante en la Clínica Jurídica en Discapacidad y Derechos Humanos, consideramos relevante para esta contribución brindar una perspectiva vinculada con situaciones particulares de vulneración de derechos de mujeres con discapacidad. Por esta razón, nos centraremos en analizar brevemente los ejemplos mencionados con el fin de que, a través del abordaje de estas cuestiones concretas, pueda aportarse una imagen lo más clara posible de la realidad que enfrentan muchas mujeres con discapacidad. Esta contribución apunta a contribuir con el apartado III “Obligaciones de los Estados Partes”. 
Respecto de los derechos sexuales y reproductivos, éstos son los que “garantizan la libre decisión sobre la manera de vivir el propio cuerpo en las esferas sexual y reproductiva; lo que implica el derecho de toda persona a decidir con quién, cuándo, cómo tiene o no relaciones sexuales o descendencia.”
 El acceso a los servicios de reproducción y de planificación familiar resulta fundamental; por lo que las políticas públicas al respecto deben considerar las necesidades de las  mujeres con discapacidad. Además, deben eliminarse todo tipo de prácticas incompatibles con los derechos humanos como son la esterilización forzada y el aborto coercitivo. 
Los derechos sexuales, entendidos como la libertad para decidir sobre todos los aspectos relacionados con la sexualidad implican, a su vez, el derecho a ejercer la sexualidad sin riesgos, libre de discriminación, coerción o violencia; el derecho al placer físico y emocional; el derecho a la libre orientación sexual; el derecho a la información sobre la sexualidad, y el derecho al acceso a servicios sanitarios en materia de salud sexual y reproductiva. Las mujeres, niñas y adolescentes con discapacidad tienen derecho a mantener su fertilidad en igualdad de condiciones con las demás personas, sin excepción alguna. De la misma forma, tienen derecho a decidir sobre su fertilidad en igualdad de condiciones; para lo cual pueden requerir que se les provean de los apoyos necesarios para tomar dicha decisión. 

Sin embargo, en la realidad argentina, una mujer con discapacidad se encuentra con obstáculos y estereotipos que atentan en el ejercicio de dichos derechos. Si la persona en cuestión se encuentra dentro del régimen de curatela y restricción de su capacidad jurídica, la situación empeora ya que puede ser sustituida en la toma de decisión. Como hemos explicado, consideramos que el análisis de situaciones concretas puede significar aporte para la observación ya que permite identificar prácticas y obstáculos concretos. En el siguiente caso, pueden identificarse los prejuicios y las dificultades con las que se enfrenta una mujer con discapacidad cuando quiere tomar una decisión respecto de su salud sexual y reproductiva.
En “A., V.A. S/INSANIA y CURATELA”
, V. se encuentra bajo el régimen de curatela y espontáneamente ha manifestado a su curadora oficial que quiere realizarse una ligadura de trompas (práctica de contra concepción quirúrgica). En numerosas ocasiones la curadora le ha explicado la naturaleza de dicha decisión y sus consecuencias; el equipo interdisciplinario del juzgado interviniente ha informado que ella comprende el significado de la práctica que solicita y sus consecuencias; de la misma forma que verbaliza su acuerdo con la misma. Es decir, es V. quien ha solicitado someterse a dicha práctica; se trata de una mujer que quiere tomar una decisión respecto de su cuerpo y su posibilidad de procrear. Sin embargo, como su capacidad jurídica ha sido suprimida (por un proceso contrario al artículo 12 de la CDPD), V. no puede tomar esta decisión libremente. En cambio, tiene que requerir a su curadora que ésta inicie un proceso ante el juez para que autoricen (o no) dicho procedimiento
. 
En primera instancia, sin haber escuchado personalmente a V., el juez dictaminó que no se realizara dicha práctica sino que se colocara un dispositivo intrauterino. Sin embargo, V. tiene dificultades para sostener los controles médicos necesarios para asegurar la eficacia de dicho método anticonceptivo, por lo cual ha requerido la práctica quirúrgica. Es importante dejar en claro que este caso no se trata de una esterilización forzosa, la cual es absolutamente contraria a la CDPD y a todo instrumento internacional sobre derechos humanos. En el presente, V. quiere disponer sobre su cuerpo, ejercer su derecho a la salud sexual y reproductiva y su intimidad. Espontáneamente ha recurrido a su curadora para manifestar su deseo y, conforme a lo que figura en el expediente, ha recibido asesoramiento e información al respecto. 
Sin embargo, en la decisión del tribunal, podemos identificar argumentos que distan mucho de coincidir con el paradigma de la CDPD y el respeto por los derechos de las mujeres con discapacidad. Incluso podemos observar la prevalencia de prejuicios y estereotipos respecto de las mujeres con discapacidad intelectual y su posibilidad de ser madres. En la sentencia se afirma que  “V. no puede transitar por un proceso de maternidad, no dándose en este caso ni siquiera las mínimas condiciones para una procreación responsable, dado que ella se encuentra en una situación de suma vulnerabilidad y alto riesgo, en la que está inmersa por sus propias e irrecuperables limitaciones intelectuales, y además, por las limitaciones de su entorno familiar y social […] V. no se encuentra, ni se encontrará en el futuro, en condiciones de criar a un hijo.”

Los argumentos citados son un claro ejemplo de la discriminación que una mujer con discapacidad (en este caso, intelectual) puede sufrir en el ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos, así como también el derecho a disponer libremente sobre su cuerpo. En esta sentencia, los jueces no evalúan si V. ha recibido los apoyos necesarios o la información que requiere para tomar la decisión en cuestión. Ella ha solicitado esta práctica de contra-concepción lo cual, en definitiva, significa ejercer el derecho a decidir sobre su salud reproductiva. En cambio, la sentencia se ha enfocado en fundamentos, claramente discriminatorios, que se centran en las “irrecuperables limitaciones intelectuales” de V. que (siempre según la sentencia) llevan a una incapacidad (presente y futura) para ser madre. Es decir, la práctica quirúrgica es autorizada
; pero no porque se respete el derecho de V. a decidir sobre su cuerpo, sino porque V. no está (ni estará, según los jueces) capacitada para ser madre. Esta clase de argumentos, violatorios de la CDPD (artículos 5 – Igualdad y no Discriminación-, 6 – Mujeres con discapacidad-, 12 – Igual reconocimiento como persona ante la ley-, 22 – Respeto de la privacidad-, 23-Respeto del hogar y de la familia, 25 – Salud) y de otros instrumentos internacionales de derechos humanos, ubican a las mujeres con discapacidad en una situación de extrema vulnerabilidad. 
Por otro lado, al inicio de esta contribución se resaltaba la importancia de que las políticas públicas adopten un enfoque transversal que permita abordar las necesidades específicas de las mujeres con discapacidad. Sin embargo, podemos identificar casos en los cuales se tienen en cuenta a las mujeres con discapacidad, pero desde un enfoque paternalista y de sustitución de su decisión. Es decir, que respetan solo parcialmente la CDPD. A continuación, brindamos un ejemplo al respecto.

En la ciudad de Buenos Aires, la Resolución N°2013-1860-MSGC
 crea un Equipo Interdisciplinario de Apoyo para pacientes con discapacidad intelectual y/o psico-social que soliciten prácticas de aborto no punible. Sin embargo, esta resolución no introdujo ninguna disposición respecto de un sistema de salvaguarda y controles periódicos sobre este sistema de apoyo. Además, en oposición con lo dispuesto en el Artículo 12 de la CDPD y en la observación general correspondiente
, la resolución no deja en claro que el apoyo es un derecho y no una obligación que pueda imponerse. Tampoco se menciona que los apoyos puedan ser construidos con la mujer en cuestión, integrando a personas de su confianza si éstas existieran. Como podemos ver, existen políticas públicas o legislaciones que hacen mención a las necesidades específicas de las mujeres con discapacidad; pero no adoptan un enfoque abarcativo que integre el resto de las disposiciones de la CDPD. 
Finalmente, y como resultado del trabajo de organizaciones de la sociedad civil, se intimó al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a modificar dicha resolución de forma que se “establezca expresamente que: (i) el sistema de apoyos es un derecho de la mujer, que debe respetar su voluntad y no puede –bajo ningún supuesto- forzarla o sustituirla; (ii) la función de apoyo tiene por finalidad asistir a la mujer con discapacidad en la toma de sus propias decisiones, respetando de modo irrestricto su voluntad y preferencias; (iii) la función puede ser desempeñada por familiares, amigos, asistentes personales o cualquier otra persona de confianza de la mujer”

Por último, el derecho de las mujeres con discapacidad a ejercer la maternidad y a recibir los apoyos necesarios a tal fin, es comúnmente vulnerado debido a la falta políticas públicas y programas que aborden la cuestión. En cambio, lo que se observa, es una conjugación de: a.-) los estereotipos respecto de lo que significa “ser madre” y b.-) la prevalencia de representaciones sociales negativas respecto de las mujeres con discapacidad en cuanto a la maternidad. Incluso en algunas decisiones judiciales pueden identificarse estos elementos.  Como consecuencia, se crea un contexto en el cual su derecho al ejercicio de la maternidad es vulnerado. 

En “I., J. M. s/PROTECCION ESPECIAL”,  M es una mujer con discapacidad intelectual que vive junto con su padre, su hermano y su hermana, ambos también con discapacidad. Su padre, consideraba que podía depositar su confianza en el juzgado interviniente en el proceso de insania de la hermana de M y llevaba inquietudes allí. En una ocasión, informó al juzgado que su hija M había sido madre de un niño prematuro, ante lo que intervinieron, de oficio, con una medida de protección de persona.
 Como consecuencia, M es separada de su hijo para ser enviado a una institución lejos del hogar de su madre. Desde ese momento, ella ha luchado activamente por recuperar a su hijo.

Durante todo el proceso se observan situaciones que vulneraron el derecho de M a ejercer su maternidad. Por ejemplo, la jueza intimó a M a presentar un plan de vida para ella y para su hijo en un plazo de 5 días, de lo contrario determinaría el estado de abandono moral y material de su hijo y por consiguiente, su estado de adoptabilidad. Finalmente, al no poder cumplir con ese pedido tan abarcativo en un plazo tan corto, se decretó el estado de adoptabilidad de su hijo. Además, se plantearon alternativas que lejos estuvieron de considerar las necesidades de M y respetar su derecho a recibir los apoyos necesarios para el ejercicio de su maternidad. Por ejemplo, se alojó a M en un Hogar Maternal pero debía cumplir con un proceso de adaptación de 15 días en los cuales estaría sin su hijo. Naturalmente, en dicha situación,  rodeada de madres con sus hijos (estando ella sin el suyo), sumado al hecho de estar separada de su familia (con la cual tiene un fuerte vínculo) condujeron al fracaso de la estrategia. Una estrategia que en definitiva nunca estuvo diseñada pensando en ella, su situación, su realidad y sus necesidades.
Por otra parte, en la sentencia pueden identificarse la presencia de ciertos estereotipos negativos respecto de la maternidad de las mujeres con discapacidad intelectual y su capacidad para ser madres. Por ejemplo, a pesar de que M activamente ha luchados por recuperar a su hijo y mantener un vínculo con él, la sentencia resuelve que se practique un amplio psicodiagnóstico “orientado específicamente a indagar acerca de su deseo de establecer un vínculo y contacto con su hijo J. M., como así también para que se pronuncie respecto de la capacidad de maternaje de la mencionada progenitora.”

En definitiva, no debe olvidarse que la CDPD tiene como propósito lograr una transformación social que implique la erradicación de las barreras que obstaculizan la participación de las personas con discapacidad en el sistema social
  y para ello es imperioso la provisión de servicios públicos de apoyo a esta función social que facilite la autonomía personal e independencia de todas las mujeres con discapacidad a los efectos, por ejemplo, de poder ejercer su maternidad.
 En otras palabras, el Estado en su posición de garante, tiene la obligación de diseñar políticas públicas que permitan garantizar el derecho a la maternidad de las personas con discapacidad.
Concluyendo, las situaciones anteriormente expuestas brindan un panorama de algunas de las vulneraciones de derechos que viven las mujeres con discapacidad en Argentina; pero que bien pueden extrapolarse a otros contextos nacionales. La ausencia de políticas públicas que consideren las particulares necesidades de las mujeres con discapacidad y que, a su vez, lo hagan en consonancia con el espíritu de la CDPD en su conjunto, indefectiblemente las coloca en una situación de extrema vulnerabilidad. A esto hay que sumarle la prevalencia de estereotipos y concepciones negativas en torno a ciertas cuestiones (como el ejercicio de la maternidad), que se conjugan con el desconocimiento y una tradición paternalista que busca sustituirlas en las decisiones que se toman sobre ellas mismas. El Estado, por acción o por omisión, es el principal responsable de la proliferación de estas concepciones y prácticas. 
La capacitación de los/las funcionarios/as públicos de las diferentes áreas juega también un rol central para evitar que se vulneren los derechos de las mujeres con discapacidad, para terminar con la reproducción de los mencionados estereotipos y para desarrollar programas y políticas que aborden transversalmente las cuestiones de género y discapacidad.

Por último, reconocemos como importante que resalte y se contemple la importancia de desarrollar los sistemas de apoyo para la mujer con discapacidad (ya sean para ejercer la maternidad o para tomar una decisión sobre su salud reproductiva) siempre en base a brindar la asistencia necesaria y particular para la toma de decisiones y no en reemplazo de la voluntad de la propia mujer, quien es titular de los derechos y su ejercicio. Una vez más, el Estado es responsable por el desarrollo de dichos sistemas así como también de las respectivas salvaguardias.
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� En la segunda instancia frente a la Cámara de Apelaciones en lo civil y Comercial de Junín


� Ministerio de Salud de la Ciudad de Buenos Aires


� Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad “Observación general sobre el artículo 12: igual reconocimiento como persona ante la ley” CRPD/C/11/4, párrafo 25 


g)La persona debe tener derecho a rechazar el apoyo y poner fin a la relación de apoyo o cambiarla en cualquier momento.


h)Deben establecerse salvaguardias para todos los procesos relacionados con la capacidad jurídica y el apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica. El objetivo de las salvaguardias es garantizar que se respeten la voluntad y las preferencias de la persona.
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